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FALLAMOS

Estimamos el recurso de casación en interés de la ley 
interpuesto por la representación procesal del Gobierno 
de Aragón contra la sentencia número 76/2004, de 28 de 
julio, dictada por el Juzgado de lo Contencioso-Adminis-
trativo número 1 de los de Teruel en el procedimiento 
abreviado número 56/2004. Y, en consecuencia, respe-
tando la situación jurídica particular derivada de la sen-
tencia recurrida, debemos fijar la siguiente doctrina legal: 
En general, y también cuando se ejercite la potestad san-
cionadora por una Comunidad Autónoma que no haya 
desarrollado normativamente el artículo 39.1 de la Ley 
4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de los Espacios 
Naturales y de la Flora y Fauna Silvestres, la imposición 
de la sanción pecuniaria prevista en dicho artículo no es 
requisito ni presupuesto necesario para poder exigir al 
infractor los deberes de abonar los daños y perjuicios 
ocasionados y de restaurar el medio natural agredido que 
se prevén en el artículo 37.2 de dicha Ley.

No hacemos especial imposición de las costas causa-
das en este recurso de casación.

Publíquese este fallo en el Boletín Oficial del Estado, 
tal y como ordena el artículo 100.7 de la Ley 29/1998, de 13 
de julio, a los efectos en él previstos.

Así por esta nuestra sentencia, que deberá insertase 
por el Consejo General del Poder Judicial en la publica-
ción oficial de jurisprudencia de este Tribunal Supremo, 
definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.–Presidente: Excmo. Sr. D. Mariano de Oro-
Pulido y López; Magistrados: Excmo. Sr. D. Pedro José 
Yagüe Gil; Excmo. Sr. D. Jesús Ernesto Peces Morate; 
Excmo. Sr. D. Segundo Menéndez Pérez; Excmo. Sr. D. 
Rafael Fernández Valverde; Excmo. Sr. D. Enrique Cancer 
Lalanne. 

 2348 SENTENCIA de 23 de noviembre de 2005, de la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo, por la que 
se declara la nulidad de pleno derecho del 
inciso primero del apartado 1.º del artículo 29 
del Reglamento sobre la responsabilidad civil 
y seguro en la circulación de vehículos a motor, 
aprobado por Real Decreto 7/2001, de 12 de 
enero («Además de la sanción que corres-
ponda en el ámbito penal a quien condujere un 
vehículo conociendo que carece de seguro»), 
así como el apartado c) del mencionado apar-
tado 1.º y los apartados 2 y 3 del mismo 
artículo, en cuanto no contienen el trámite del 
archivo obligatorio de las actuaciones adminis-
trativo-sancionadoras, una vez producida una 
condena penal por los mismos hechos.

En la cuestión de ilegalidad n.º 18/2003, planteada por 
el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de 
los de San Sebastián, la Sala Tercera (Sección Quinta) del 
Tribunal Supremo ha dictado sentencia, en fecha 23 de 
noviembre de 2005, que contiene el siguiente fallo:

FALLAMOS

Que estimamos la cuestión de ilegalidad que con el n.º 
18/2003 ha planteado el Juzgado de lo Contencioso Admi-
nistrativo n.º 1 de los de San Sebastián, sin que afecte a la 
situación jurídica concreta derivada de la sentencia de 18 
de julio de 2003 dictada en el recurso contencioso admi-

nistrativo n.º 122/03, declaramos la nulidad de pleno dere-
cho de:

1.º El inciso primero del apartado 1.º del artículo 29 
del Reglamento sobre la responsabilidad civil y seguro en 
la circulación de vehículos a motor, aprobado por Real 
Decreto 7/2001, de 12 de enero («Además de la sanción 
que corresponda en el ámbito penal a quien condujere un 
vehículo conociendo que carece de seguro»), así como el 
apartado c) del mencionado apartado 1.º 

2.º Los apartados 2 y 3 del mismo artículo, en cuanto 
no contienen el trámite del archivo obligatorio de las 
actuaciones administrativo-sancionadoras, una vez pro-
ducida una condena penal por los mismos hechos.

Sin costas.

Publíquese el presente fallo en el B. O. E. a los efectos 
previstos en el artículo 72.2 de la Ley Jurisdiccional 29/98, 
de 13 de abril.

Dése traslado de la presente sentencia al Juzgado de 
lo Contencioso Administrativo n.º 1 de los de San Sebas-
tián.

Así por esta nuestra sentencia, que deberá insertarse 
por el Consejo General del Poder Judicial, en la publica-
ción oficial de jurisprudencia de este Tribunal Supremo, 
definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.–Presidente: Excmo. Sr. D. Mariano de Oro-
Pulido y López; Magistrados: Excmo. Sr. D. Pedro José 
Yagüe Gil; Excmo. Sr. D. Jesús Ernesto Peces Morate; 
Excmo. Sr. D. Segundo Menéndez Pérez; Excmo. Sr. D. 
Rafael Fernández Valverde; Excmo. Sr. Enrique Cancer 
Lalanne. 

 2349 AUTO de 29 de noviembre de 2005, de la Sala 
Tercera del Tribunal Supremo, por el que se 
declara la suspensión cautelar del art. 10.7 del 
Real Decreto 685/2005, de 10 de junio, sobre 
publicidad de resoluciones concursales y por 
el que se modifica el Reglamento del Registro 
Mercantil, aprobado por el Real Decreto 
1784/1996, de 19 de julio, en materia de publi-
cidad registral de las resoluciones concursales, 
sólo en el particular relativo a la redacción 
dada al párrafo 3.º del art. 323 del Reglamento 
del Registro Mercantil.

En el recurso contencioso-administrativo 76/2005, 
interpuesto por la representación de D. José Luis Benavi-
des del Rey, la Sala Tercera (Sección Sexta) del Tribunal 
Supremo ha dictado Auto, en fecha 29 de noviembre de 
2005, que contiene el siguiente acuerdo:

LA SALA ACUERDA

Haber lugar a la suspensión cautelar del art. 10.7 del 
Real Decreto 685/2005 sólo en el particular relativo a la 
redacción dada al párrafo 3.º del art. 323 del Reglamento 
del Registro Mercantil, cuya suspensión con el carácter de 
cautelar se acuerda. Publíquese la parte dispositiva de 
esta resolución en el Boletín Oficial del Estado conforme 
a lo dispuesto en el art. 134.2 en relación con el art. 107.2 
de la Ley Jurisdiccional.

Presidente: Excmo. Sr. D. José Manuel Sieira Míguez; 
Magistrados: Excmo. Sr. D. Enrique Lecumberri Martí; 
Excmo. Sr. D. Agustín Puente Prieto; Excmo. Sr. D. San-
tiago Martínez-Vares García; Excma. Sra. D.ª Margarita 
Robles Fernández. 


